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Artículo 197 

Panel especial integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, 

el Juez Rodríguez Casillas y el Juez Candelaria Rosa. 

 

Candelaria Rosa, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 25 de agosto de 2016.  

Comparece el señor Enrique Rivera Camacho, solicitando la 

aplicación del principio de favorabilidad a una sentencia que fue 

dictada en su contra, así como la celebración de una vista evidenciaría 

ante el Tribunal de Primera Instancia. Esto luego de que el 

peticionario presentase un escrito titulado Moción informativa en 

solicitud de orden ante el Tribunal de Primera Instancia en el cual 

solicitó que se enmendase una pena que se le había impuesto, debido a 

las enmiendas que introdujo la Ley Núm. 246–2014 al Código Penal. 

Ley de enmiendas significativas a la Ley Núm. 146 de 2012, Código 

Penal de Puerto Rico, Ley Núm. 246–2014. El foro recurrido declaró 

no ha lugar dicha moción. 

Por las consideraciones expuestas a continuación, se expide el 

auto de certiorari solicitado y se revoca al Tribunal de Primera 
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Instancia en su determinación de negar los efectos del principio de 

favorabilidad, a la vez que se le devuelve el presente caso a fin de que 

emita una nueva sentencia contra el señor Rivera Camacho de 

conformidad con lo aquí dispuesto.  

El Peticionario fue sentenciado el 19 de agosto de 2013 por 

violar los artículos 182 (apropiación ilegal agravada), 197 (entrada en 

heredad ajena) (debido a una alegación preacordada, se imputó el 

articulo 197 en vez del 195 (escalamiento agravado)) y 198 (daños) 

del Código Penal. Código Penal de 2012, arts. 182, 195, 197–198, 33 

LPRA secs. 5252, 5265, 5267–5268. Esto luego de que el aquí 

peticionario se declarara culpable. Las penas impuestas fueron las 

siguientes: tres (3) años de reclusión por violar el artículo 182; ocho 

(8) años por violar el artículo 197; seis (6) meses por violar el artículo 

198. Posteriormente, dos de las sentencias fueron enmendadas. Esto 

debido a que el Ministerio Público y el aquí peticionario llegaron a un 

acuerdo al amparo de la Regla 185 de Procedimiento Criminal. Reglas 

de procedimiento criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 185. Las penas 

impuestas por violar los artículos 182 y 197 fueron reducidas a 

dieciocho (18) meses y cuatro (4) años, respectivamente. 

Luego de tales sucesos, el peticionario presentó una moción 

ante el Tribunal de Primera Instancia en donde solicitó que la pena 

que le fue impuesta por violar el artículo 197 del Código Penal fuese 

enmendada. Debido a las enmiendas efectuadas por la Ley Núm. 246–

2014 a nuestro Código Penal, la cantidad monetaria que acarreaba una 

pena de ocho (8) años de reclusión había sido aumentada de $1,000 a 

$10,000. Como los bienes apropiados por el señor Rivera Camacho 

ascendían a una suma de $5,800, este alegó que la pena ahora debía 
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ser de solo tres (3) años y que como la pena originalmente impuesta se 

redujo a la mitad, ello significaba que la pena debía enmendarse a una 

de reclusión por un (1) año y seis (6) meses. Esta moción fue 

declarada no ha lugar por el Tribunal de Primera Instancia.  

Luego de que el peticionario presentase su escrito ante este 

Tribunal de Apelaciones, se le concedió al Ministerio Público la 

oportunidad para que mostrase causa por la cual no debíamos expedir 

el auto solicitado. Al comparecer, el Ministerio Público expresó que 

en efecto la pena impuesta al peticionario debía ser modificada y que 

no era necesario celebrar la vista evidenciaría.  

Nuestro estado de derecho articula el principio de favorabilidad 

en el artículo 4 del Código Penal de 2012, el cual lee en lo pertinente 

como sigue: 

La ley penal aplicable es la vigente al momento de 

la comisión de los hechos. 

La ley penal tiene efecto retroactivo en lo que 

favorezca a la persona imputada de delito. En 

consecuencia, se aplican las siguientes normas:  

. . . . 

(b) Si durante el término en que la persona está 

cumpliendo la sentencia entra en vigor una ley más 

benigna en cuanto a la pena o al modo de ejecutarla, se 

aplicará retroactivamente. 

. . . . 

En estos casos los efectos de la nueva ley o de la 

decisión judicial operarán de pleno derecho. Código 

Penal de 2012, art. 4, 33 LPRA sec. 5004 (énfasis 

suplido). 

 

El principio de favorabilidad comporta “la aplicación retroactiva de 

leyes penales más favorables” haciendo excepción de la norma 

general que atribuye eficacia a la ley vigente durante la comisión del 

hecho punible. Pueblo v. González Ramos, 165 DPR 675, 685 (2005). 

Su fundamento es de carácter político criminal y su actuación remite 

al cambio de valoración jurídica de la conducta sancionada mediante 



 
 

 

KLCE201601101 

 

4 

legislación que disminuye o suprime su pena. Véase Bascuñán 

Rodríguez, La aplicación de la ley penal más favorable, 69 REV. 

JUR. UPR 29 (2000); Pueblo v. González Ramos, supra. En tal 

sentido, “la formulación material del principio de la favorabilidad 

exige entender el concepto de ley más favorable en el sentido de la ley 

que expresa una valoración distinta del hecho”. Bascuñán Rodríguez, 

supra, en la pág. 47. “La declaración del menor merecimiento o 

[incluso la] necesidad de pena expresada en la nueva ley tiene[, por 

tanto,] que alcanzar también . . . a los hechos cometidos bajo el 

imperio de la ley anterior”, a fin de equiparar la rebaja en desvalor 

vigente. Id.  

Sin embargo, el Tribunal Supremo ha resuelto que el principio 

de favorabilidad no participa de jerarquía constitucional, sino 

estatutaria y que la aplicación retroactiva de las leyes penales que 

favorezcan al acusado se encuentra sujeta a la discreción del 

legislador. Pueblo v. González Ramos, supra. Ese carácter estatutario 

igualmente lo destaca Bascuñán al decir lo siguiente:  

[E]l principio de la favorabilidad tiene un rango 

meramente legal, al menos en lo que respecta a su 

consagración expresa. Esto implica el reconocimiento de 

la potestad del legislador para establecer excepciones al 

principio de la favorabilidad, ordenando la aplicación 

preteractiva de la ley vigente al momento de la comisión 

del hecho punible, aunque sea más desfavorable para el 

acusado que la ley vigente al momento de la condena. 

Bascuñán Rodríguez, supra, pág. 41 (nota al calce 

omitida). 

 

Por ello, precisamente, nuestro Tribunal de última instancia ha 

validado el establecimiento de cláusulas de reserva que prescindan de 

la aplicación del principio de favorabilidad, con el resultado de 

viabilizar el empleo de leyes más desfavorables. Pueblo v. González 
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Ramos, supra. Ahora bien, queda claro que en ausencia de tal 

excepción legislativa, el referido artículo 4 establece textualmente que 

por virtud del referido principio y del carácter más favorable de una 

nueva legislación u opinión, “los efectos de la nueva ley o de la 

decisión judicial operarán de pleno derecho”. Código Penal de 2012, 

art. 4, 33 LPRA sec. 5004. 

Al enmendar las penas dispuestas por el Código Penal de 2012, 

la Ley Núm. 246–2014 no dispuso efecto prospectivo, ni exceptuó o 

condicionó la eficacia del principio de favorabilidad mediante 

cláusula de reserva alguna. Luego, no existe género alguno de dudas 

acerca de que el principio de favorabilidad del Código Penal de 2012 

opera plenamente sobre las penas disminuidas mediante las enmiendas 

de la referida Ley Núm. 246–2014, con independencia de si las 

sentencias emitidas con las penas anteriores de dicho código fueron 

producto de preacuerdos o resultado de juicios vistos en sus méritos. 

Al emitirse la sentencia en contra del peticionario por violar el 

artículo 197 del Código Penal, estaba en vigor el Código Penal del 

2012, pero este todavía no había sido enmendado por la Ley Núm. 

246–2014. En aquel entonces, el artículo 197 disponía de una pena de 

ocho (8) años de reclusión cuando se apropiasen bienes cuyo valor 

monetario excediese los $1,000. Código Penal de 2012, Ley Núm. 

146–2012. Luego de las enmiendas introducidas por la Ley Núm. 

246–2014, los bienes apropiados ahora tienen que exceder la cantidad 

de $10,000 para que la pena impuesta sea de ocho (8) años. Código 

Penal de 2012, art. 197, 33 LPRA sec. 5267. De ser que el valor 

monetario de los bienes apropiados no exceda esta cuantía, la pena 

prescrita es de tres (3) años. Id. Al momento de dictarse las sentencias 
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enmendadas en contra del peticionario, la Ley Núm. 246–2014 ya 

estaba en vigor. Por tanto, bajo el artículo 197 enmendado y tomando 

en consideración la cuantía de los bienes apropiados ilegalmente por 

el peticionario, la pena debió ser por un término de reclusión de tres 

(3) años y no ocho (8). En la sentencia enmendada y debido al 

acuerdo al amparo de la Regla 185 de Procedimiento Criminal, la 

pena resultante por violar el artículo 197 debió resultar en un término 

de reclusión de un (1) año y seis (6) meses. Esto debido a la operación 

de pleno derecho de la nueva ley. Ya que el Ministerio Público no se 

opuso a la modificación de la pena y no hay duda en cuanto al valor 

monetario de los bienes apropiados, resulta innecesaria la celebración 

de una vista evidenciaría ante el Tribunal de Primera Instancia. 

Por las consideraciones expuestas, se expide el auto de 

certiorari solicitado y se revoca al Tribunal de Primera Instancia en su 

determinación de negar los efectos del principio de favorabilidad, a la 

vez que se le devuelve el presente caso a fin de que emita una nueva 

sentencia contra el señor Rivera Camacho de conformidad con lo aquí 

dispuesto. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


